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LOS RIESGOS DE SOBRELEGISLAR. 
REFLEXIONES ACERCA DE LAS RESPUESTAS 

INSTITUCIONALES A LA VIOLENCIA CONTRA LAS MUJERES 
QUE HACEN POLÍTICA EN AMÉRICA LATINA* 

Jennifer M. PiscoPo** 

suMario: I. Introducción. II. Género, violencia e impunidad en América 
Latina. III. De la definición del problema al dilema de las políticas públicas. 
IV. La saturación cognitiva, la violencia contra las mujeres y el sistema penal. 
V. El hostigamiento en los lugares de trabajo y la justicia electoral desde la 
perspectiva de género. VI. Conclusiones. VII. Bibliografía. VIII. Abrevia-

turas. 

I. introDucción 

En su trabajo pionero, Krook y Restrepo Sanín (2016) definen la violencia 
contra las mujeres en la política (VAWIP, por sus siglas en inglés) como cual-
quier agresión física y/o psicológica, ejercida por responsables partidarios 
y otros actores políticos, para resistir la presencia de las mujeres en la vida 
pública. Las mujeres de todas las regiones del mundo enfrentan resistencias 
frente a su creciente participación en actividades políticas. Sin embargo, en 
América Latina es donde las activistas han tenido mayor éxito en incluir en una 
misma categoría el conjunto de las reacciones adversas, desde la cobertura 
sexista por parte de los medios de comunicación de masas, hasta las agresio-
nes físicas y asesinatos (Krook y Restrepo Sanín, 2016: 130 y 131). La eviden-
cia empírica y los reportes de experiencias personales indican la gravedad y 
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urgencia del problema, y los Estados latinoamericanos están considerando 
impulsar reformas legales para darle respuesta. 

Ahora bien, elaborada por activistas y académicas, la definición de vio-
lencia política contra las mujeres no toma en cuenta cómo la VAWIP surge 
de la impunidad y de la normalización de la violencia existente en las socie-
dades de América Latina (con distintos grados en diferentes países). La con-
ceptualización de la VAWIP como una nueva forma de violencia vinculada 
al ámbito político y partidario (y, en consecuencia, como un delito electoral) 
pasa por alto el contexto sociopolítico más amplio, y corre el riesgo de em-
peorar la incapacidad del Estado para abordar la naturaleza multidimensio-
nal y multicausal de la violencia en la región latinoamericana. 

La violencia política contra las mujeres en América Latina se asienta 
sobre tres problemas sociopolíticos interrelacionados: 1. La inscripción de 
diversas formas de violencia en la vida cotidiana; 2. Los deficientes sistemas 
de justicia e ineficaces aparatos policiales que garantizan la impunidad de 
los agresores, especialmente, en los casos de violencia contra las mujeres, y 
3. Los continuos esfuerzos de las dirigencias partidarias para impedir que 
las mujeres accedan al poder político de manera efectiva, especialmente, 
en el nivel local. Estas problemáticas revelan la dificultad de los Estados 
latinoamericanos para mantener el monopolio efectivo en el control de la 
violencia, en un contexto caracterizado por un lento proceso de resquebra-
jamiento del orden patriarcal. Al enfocarse de manera exclusiva en el ámbi-
to político, las activistas y académicas que abordan la VAWIP han ignorado 
este escenario más amplio de violencia e impunidad (Acobol, 2010; Acobol, 
2013; Krook y Restrepo Sanín, 2016). 

El encuadre del problema de la VAWIP como un delito electoral cobra 
sentido desde un punto de vista estratégico. En efecto, los Estados latinoa-
mericanos han adoptado leyes de cuota y de paridad que afirman los dere-
chos de las mujeres a elegir y ser elegidas (Htun y Jones, 2002; Schwindt-Bayer, 
2009; Piscopo, 2015; Piscopo, 2016a). De esta manera, los derechos políti-
cos de las mujeres se encuentran protegidos por las acciones positivas, mien-
tras los derechos relacionados con la integridad física o la posibilidad de 
vivir una vida libre de violencia no reciben la misma protección estatal. Por 
ejemplo, los tribunales electorales suelen requerir que los partidos interca-
len las candidaturas de mujeres y hombres (Piscopo, 2015), pero el sistema 
penal persigue muy pocos casos de violencia contra las mujeres (Dammert, 
2013). Dado que la justicia electoral con perspectiva de género ha facili-
tado que los tribunales electorales garanticen las candidaturas de mujeres 
(Alanís Figueroa, 2013; Luna Ramos, 2010) y que el sistema penal no tiene 
capacidad efectiva para sancionar agresores y disminuir la delincuencia, no 
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sorprende que las activistas hayan definido a la VAWIP como una forma de 
violación de los derechos políticos y electorales. 

Sin embargo, esta conexión simple entre la VAWIP y los derechos po-
líticos de las mujeres complica la búsqueda de soluciones efectivas en el 
ámbito de las políticas públicas. Las activistas y las académicas utilizan la 
categoría de VAWIP para describir un amplio rango de ataques contra las 
mujeres, desde la discriminación institucionalizada en los partidos políticos 
(por ejemplo, bajo la modalidad de comentarios sexistas o de presiones para 
forzar a las mujeres a abandonar sus cargos) hasta las agresiones físicas (que 
pueden expresarse en golpes o en el asesinato de mujeres). Algunos de estos 
actos, sin duda, caen dentro de la esfera de competencia de la justicia electo-
ral, porque afectan directamente el derecho de las mujeres de competir por 
cargos públicos o de ejercerlos. Otros, en cambio, son claramente asuntos 
de la justicia criminal. 

De esta manera, surge una pregunta clave: ¿Qué instituciones del Esta-
do responderán a la VAWIP y cómo le harán frente? Las instituciones y los 
tribunales electorales de América Latina pueden sancionar a los partidos 
en diversas circunstancias, pero no pueden imponer penas y encarcelar a 
los agresores que ejerzan violencia contra las mujeres en el ámbito público. 
El sistema penal puede privar de libertad a estos últimos, pero la evidencia 
empírica indica que la sobreespecificación de los crímenes no mejora la 
efectiva aplicación de las leyes. 

Como Walsh y Menjívar (2016) muestran de manera convincente en 
el caso del feminicidio, tipificar el asesinato de las mujeres como una for-
ma específica de violencia de género no ha alterado el marco cognitivo de 
los funcionarios del sistema penal. La codificación del feminicidio no ha 
incrementado la capacidad ni la voluntad de perseguir a los agresores. De 
manera similar, la tipificación de la VAWIP como un fenómeno nuevo (un 
crimen de odio contra las mujeres políticas) (Krook y Restrepo Sanín, 2016) 
privilegia la categorización legal por sobre las reformas estructurales nece-
sarias para enfrentar la violencia. La solución a la VAWIP no radica así en 
la creación de nuevas tipificaciones legales de violencia, sino en la mejora 
de la capacidad de los Estados para desterrar la impunidad y eliminar la 
discriminación por género. 

Desde el ámbito académico, en lugar de asumir de manera acrítica la 
definición del problema que se ofrece desde el activismo, resulta preciso 
proponer soluciones dirigidas a los problemas interrelacionados de la vio-
lencia, la impunidad y la escasa efectividad del Estado para hacerles frente. 
Sin duda, las mujeres en política son victimizadas, pero lamentablemente 
la victimización por razones de género, ya sea en la esfera pública o en la 
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esfera privada, no es nueva en América Latina. Al englobar el sexismo ins-
titucionalizado y las agresiones físicas y psicológicas, la categoría de VAWIP 
tiene poder retórico y simbólico, pero no es efectiva en la práctica. Estra-
tégicamente, el concepto de VAWIP se enmarca en la exitosa experiencia 
previa de las activistas latinoamericanas que insistieron y lograron que los 
Estados implementen las leyes de cuota de género de manera efectiva. En 
esta dirección, la tipificación de la VAWIP como una violación de los dere-
chos político-electorales de las mujeres demuestra “la fe formalista” (formalistic 
faith) de los Estados latinoamericanos (Harbers e Ingram, 2014); es decir, la 
creencia de que las leyes sobreespecificadas pueden garantizar una imple-
mentación adecuada. 

A la luz de esta discusión, este capítulo busca argumentar que el cami-
no de sobrelegislar no es el más eficaz para abordar la VAWIP en América 
Latina. El concepto de VAWIP se pone en diálogo con otras nociones vincu-
ladas con los derechos político-electorales de las mujeres, la discriminación 
institucionalizada y la violencia de género, y se considera cómo dar respues-
ta al problema en un contexto de varios déficits democráticos (como la im-
punidad generalizada y la violencia multidimensional). El análisis concluye 
que el concepto de VAWIP confunde la discriminación institucionalizada 
con actos criminales, y propone crear categorías legales nuevas, mientras 
hay leyes vigentes que ya sancionan diversas formas de violencia que experi-
mentan las mujeres políticas. En particular, se argumenta que la sobrelegis-
lación (es decir, la creación de normas nuevas frente a normas vigentes pero 
inefectivas) no alcanza para desarticular la normalización del machismo, la 
violencia y la impunidad, que se refuerzan mutuamente. Por el contrario, 
las activistas y las académicas que buscan enfrentar la VAWIP deberían en-
focarse en el diseño de programas basados en las leyes existentes, que distin-
gan claramente entre la justicia electoral y la justicia penal. 

El capítulo está estructurado en cuatro partes sustantivas. La primera 
parte ofrece una breve descripción de cómo el género, la violencia y la im-
punidad se entrelazan en América Latina (aun cuando las características 
específicas varían a través del territorio). La segunda parte evalúa la utilidad 
del concepto de VAWIP, al señalar cómo su formación por parte de activis-
tas e investigadores surge de una estructura de oportunidad política especí-
fica. La tercera y la cuarta parte se interrogan si la VAWIP es una categoría 
legal útil para enfrentar la violencia contra las mujeres y la discriminación 
institucionalizada, respectivamente. Como conclusión del análisis, se sos-
tiene que la imposición de la VAWIP como una nueva categoría legal no 
mejora la capacidad del Estado y su efectividad. 
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II. género, violencia e iMPuniDaD en aMérica latina 

El modo en que las académicas y las activistas conciben la violencia contra 
las mujeres en política depende de cómo conceptualizan el vínculo entre la 
violencia contra las mujeres, por un lado, y la violencia política y electoral, 
por otro lado. Para Krook y Restrepo Sanín (2016) y otras (Cerva Cerna, 
2014; Archenti y Albaine, 2013), la VAWIP es parte de un continuo de actos 
de violencia basados en el género, que van desde los abusos psicológicos hasta 
las agresiones físicas. Así, la violencia contra las mujeres perpetúa los roles 
tradicionales de género, para mantener y reforzar la distribución desigual 
del poder económico, político y social. Para otras autoras, entre las cuales se 
destaca Bardall (2011; 2015), las mujeres políticas son victimizadas median-
te estereotipos de género, pero los ataques que reciben son manifestaciones 
de violencia política. Ambos, las mujeres y los hombres, sufren la violencia 
política, pero el sistema de género hace que las mujeres padezcan ataques 
distintos que los hombres. 

Quienes siguen a Krook y Restrepo Sanín (2016) vinculan la VAWIP 
con crímenes de odio y ataques contra las mujeres políticas por ser mujeres. 
Por su parte, quienes siguen a Bardall (2011; 2015), enfatizan que la violen-
cia política “corriente” tiene dimensiones de género. Con todo, ninguno de 
estos enfoques aborda la situación de manera completa. 

Concebir a la VAWIP como una forma distintiva de violencia contra las 
mujeres hace que las investigadoras se concentren en la resistencia por parte 
de los hombres a los cambios en los roles de género tradicionales (Krook y 
Restrepo Sanín, 2016). Albaine y Archenti (2013) y Albaine (2015) califican 
a la VAWIP como una reacción adversa al empoderamiento político de las 
mujeres, que se agudiza en el contexto de las leyes de cuota y las medidas 
de paridad. Los partidos políticos resisten la exigencia legal de nominar 
más mujeres por medio de canales formales (por ejemplo, al plantear la in-
constitucionalidad de las cuotas) e informales (por ejemplo, se marginaliza, 
desprecia y/o intimida a las mujeres). En Bolivia y Perú, diversas mujeres 
manifestaron haber sido amenazadas o golpeadas por líderes de los partidos 
con el objeto de hacerlas renunciar a sus candidaturas (Albaine, 2015: 153; 
Acobol, 2013). 

Las activistas preocupadas por la VAWIP, en Bolivia, señalan particu-
larmente el caso de Juana Quispe, una concejala electa en 2010 que recibió 
presiones para renunciar al cargo, fue impedida de entrar en el recinto y 
finalmente llegó a ser suspendida. Quispe fue asesinada en 2012, luego de 
ser reinstituida en el cargo por el Tribunal Electoral tras interponer una 
demanda (Krook y Restrepo Sanín, 2016). El vínculo entre la expansión de 
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las oportunidades de participación de las mujeres en política, por un lado, 
y las reacciones adversas a su acceso al poder, por el otro, implica que la 
VAWIP es una nueva forma de violencia contra las mujeres que se acelera 
con la implementación de las leyes de cuota y de la paridad de género. Pero, 
al enfocarse exclusivamente en el poder masculino, este enfoque no toma en 
cuenta el contexto más amplio. 

En América Latina, muchas comunidades experimentan múltiples for-
mas de violencia. Los legados del terrorismo estatal y del autoritarismo po-
lítico se combinan con el crimen organizado, la delincuencia común y la 
impunidad (Arias y Goldstein, 2010; Dammert, 2013; Menjívar, 2011; Rotker 
y Goldman, 2002; Schatz, 2011). Aunque las combinaciones exactas y la 
gravedad de la inseguridad varían a través del territorio, América Latina 
comprende vastas áreas geográficas donde la ciudadanía no está (o no se 
siente) segura (Kooning y Kees, 1999; Dammert, 2013). La inseguridad es 
tanto histórica como contemporánea, pues forma un mundo donde la vio-
lencia es normalizada y tejida en la fábrica social (Menjívar 2011: 37). 

En este contexto, mujeres y varones son víctimas de la violencia, pero de 
maneras distintas. En situaciones de criminalidad generalizada, la mayoría 
de las víctimas son hombres. Por ejemplo, Molzahn, Ríos y Shirk (2012: 20) 
han reportado que para 2011, en México, las mujeres representaban sólo 
el 7.3% de los homicidios relacionados con el crimen organizado: en un 
día normal, se asesinaba a 47 personas, dos de las cuales eran mujeres y las 
restantes, hombres. Las mujeres, en cambio, son más vulnerables a experi-
mentar violencia dentro de la pareja, y la violencia doméstica es la forma 
de violencia más común en América Latina (Imbusch et al. 2011: 100). Ade-
más, las profundas desigualdades sociales, económicas y raciales agudizan la 
violencia del género: las mujeres tienen más probabilidades que los hombres 
de padecer pobreza, discriminación y otras formas difusas de marginación, 
y son más vulnerables al abuso y la explotación por parte de actores priva-
dos y agentes del Estado (Walsh y Menjívar, 2016). 

Los Estados latinoamericanos generalmente no cuentan con fuerzas po-
liciales y con sistemas judiciales efectivos. Esto da pie a la impunidad, que a 
su vez se recrea en un círculo vicioso de abusos y violaciones a los derechos 
humanos que no son castigados (Dammert, 2013; Imbusche et al., 2011). 
Como muestra de ello, el Instituto Tecnológico de Monterrey ha señalado 
que el 98.5% de las actividades ilícitas ocurridas en México no son perse-
guidas (Staudt y Méndez, 2015: 37). La impunidad afecta de manera espe-
cial la violencia contra las mujeres, porque contribuye al bajo número de 
denuncias que ellas propician (Staudt y Méndez, 2015; Fregoso y Bejarano, 
2009; Musalo et al., 2010). 
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Esta normalización de la violencia multidimensional (Menjívar y Walsh, 
2016) tiene dos implicaciones importantes sobre los esfuerzos de concep-
tualizar y tipificar la VAWIP. En primer lugar, la violencia, la inseguridad y 
la impunidad son consustanciales a muchos procesos políticos y electorales 
en América Latina. A nivel subnacional, y especialmente en los municipios, 
las alianzas entre políticos y distintas facciones en conflicto (que pueden ser 
bandas criminales o grupos paraestatales) convierten las contiendas electo-
rales en conflictos entre elementos criminales (Beittel, 2012; Arias y Golds-
tein, 2010). 

Los políticos y los partidos que no usan estrategias tan violentas, em-
plean mecanismos coercitivos o ilícitos para triunfar electoralmente, como 
el clientelismo y el fraude. Aun cuando las elecciones son libres y compe-
titivas, el mero miedo al crimen puede impedir que los partidos o sus sim-
patizantes organicen eventos públicos. La inseguridad, así, afecta la par-
ticipación política tanto de la ciudadanía como de los políticos (Trelles y 
Carreras, 2012). 

En segundo lugar, la violencia contra las mujeres en la esfera política 
puede estar motivada por razones que van más allá del género. El trabajo 
de Bardall (2013) ofrece una perspectiva importante. La autora no observa 
a la violencia de género cuando ésta se manifiesta en la política, sino que 
analiza de qué manera la violencia político-electoral afecta a las mujeres 
de forma desproporcionada. Bardall (2013; 2015) explica que las mujeres 
tienen vulnerabilidades particulares en contextos políticos y electorales ya 
caracterizados por la inseguridad. 

Por ejemplo, las mujeres políticas son más propensas que los varones 
de ser víctimas de la violencia sexual o del hostigamiento en los medios de 
comunicación de masas. De modo similar, Hubbard (2015) describe la vic-
timización específica que sufren las mujeres votantes en Guatemala. “El 
clientelismo y la coerción en el voto son dirigidos más sistemáticamente a 
las mujeres que a los hombres”. A diferencia de la conceptualización de 
la VAWIP presentada por Krook y Restrepo Sanín (2016), la formulación 
del problema de Bardall y de Hubbard toma en cuenta cómo las prácticas 
antidemocráticas afectan tanto a mujeres como a hombres, y con qué espe-
cificidades. 

La agresión física y el clientelismo no ocurren por razones de género, 
sino que son prácticas políticas normalizadas en muchos países de la región. 
Sin embargo, las mujeres se convierten particularmente en víctimas, pues 
ocupan posiciones subordinadas en la sociedad y eso las coloca en una posi-
ción más vulnerable. En efecto, la violencia contra las mujeres en política ha 
llamado más la atención en países profundamente afectados por la violencia 
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estatal, criminal y doméstica, como en Bolivia, Ecuador, El Salvador, Costa 
Rica, Guatemala, Honduras, México y Perú.1 

Aunque Bardall (2013; 2015) reconoce que la violencia contra las mu-
jeres en política tiene lugar en contextos donde la agresión y la coerción 
están normalizadas, no considera si el empoderamiento de las mujeres au-
menta la tendencia a la violencia. Con esto, las activistas que reclaman con-
tra la VAWIP señalan un punto importante: el hostigamiento, el asalto y 
el asesinato de mujeres políticas pueden representar una reacción adversa 
a la presencia de las mujeres en el ámbito público, una nueva extensión de 
la violencia de género ya endémica en la región. Como lo demuestran las 
investigaciones sobre la violencia contra las mujeres, los agresores usan la 
violencia física y psicológica para mantener un orden social basado en el gé-
nero, lo cual requiere la preservación de lo político como ámbito masculino 
y el hogar como ámbito femenino (Bunch, 1990; Heise, 1998). 

Al mismo tiempo, el entramado complejo entre la violencia criminal, 
la violencia político-electoral y la violencia de género oscurece las razones 
exactas de cualquier caso de abuso. Los funcionarios estatales, ya sean jue-
ces o administradores, van a encontrar difícil separar y distinguir los moti-
vos que conducen a la violencia. Además, la sistematización del uso de la 
violencia para resolver las competencias electorales o mantener redes ilícitas 
significa que las mujeres políticas también padecen y usan estas prácticas. 
Es probable que, en muchas ocasiones, las mujeres no sean victimizadas por 
ser mujeres, sino porque pertenecen a grupos políticos opositores o a bandas 
criminales rivales. 

Como lo indican algunos incidentes muy conocidos de tráfico de dro-
gas, desapariciones forzadas y asesinatos en Iguala (Guerrero, México), mu-
jeres líderes políticas también participan de forma activa en el crimen or-
ganizado (Archibold, 2014), mientras otras mujeres cultivan y mantienen 
redes clientelistas o corruptas (Esarey y Schwindt-Bayer, 2014).2 Posicionar 
a todas las mujeres políticas como “inocentes” deja de lado cómo las muje-

1 Los países latinoamericanos experimentan diferentes configuraciones de violencia, 
aún a nivel subnacional. Establezco el vínculo entre los movimientos en contra de la VAWIP 
y la violencia generalizada, usando los países más mencionados en la literatura académica 
(Albaine y Archenti, 2013; Albaine, 2015; Krook y Restrepo Sanín, 2016; Cerva Cerna, 
2014) y en los estudios que realizan las organizaciones internacionales (Barrig, 2014; Her-
rera, Arias y García, 2011; Hoyos, 2014; Machicao, 2011; Valverde, 2012; Quintanilla Za-
pata, 2012). Aunque muchos piensen que la violencia no prevalece en Costa Rica, las tasas 
de crimen han aumentado en el país. Por ejemplo, las tasas costarricenses de homicidio y el 
robo común son más elevadas que los promedios regionales (Stamatel, 2014). 

2 Los autores señalaron que este hallazgo solamente se aplica en los países con niveles 
bajos de desarrollo, donde la probabilidad de sanción es muy baja (como en América Latina). 
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res también pueden usar la violencia para mantener el dominio de ellas so-
bre otros, e implica de manera incorrecta que todos los ataques tienen como 
motivo central la preservación del orden patriarcal. 

III. De la DeFinición Del ProbleMa 

al DileMa De las Políticas Públicas 

Cada acto violento contra una mujer aspirante, candidata o electa está entre-
lazado con contextos más amplios de discriminación sexista, violencia multi-
dimensional e impunidad. Esto complica la formación de conceptos claros y 
específicos relacionados con la VAWIP. Las definiciones importan, porque la 
manera en que se definen los problemas marca, en buena medida, el modo en 
que los Estados movilizan recursos, normas e instituciones para enfrentarlos. 

En América Latina, las dimensiones políticas y electorales han domina-
do el marco normativo de la VAWIP, como es evidente en la sanción de la 
primera (y hasta el momento única) ley que tipifica la VAWIP como crimen 
penal en Bolivia. La Ley 243 de 2012 definió a la VAWIP como “presio-
nes, persecuciones, hostigamiento y amenazas” y agresiones “psicológicas 
y físicas” que impiden que las mujeres candidatas, o las que ocupan cargos 
públicos, puedan gozar plenamente de sus derechos políticos o ejercer sus 
funciones. Esta definición refleja el marco normativo planteado por las ac-
tivistas, que también ha influido en la formación del concepto académico. 

Krook y Restrepo Sanín (2016) han sido pioneras en esta construcción 
del concepto, enfocándose en la resistencia masculina al empoderamiento 
político de las mujeres. Las autoras plantean que la violencia político-elec-
toral forma parte de la violencia contra las mujeres en política, es decir que 
la VAWIP es la categoría predominante que subsume a las otras formas de 
violencia. A su vez, estas autoras clarifican que los ataques contra las mu-
jeres políticas por sus ideas no constituyen, por sí solos, casos de VAWIP. 
No obstante, sostienen que cualquier ataque que use estereotipos de género 
(como ataques sexuales u hostigamiento sexual) se convierte en un caso de 
VAWIP: por ejemplo, atacar a las mujeres por medio de imágenes o lengua-
je sexista comunica a la sociedad que las mujeres no deberían participar en 
política (Krook y Restrepo Sanín, 2016: 141). 

Desde esta perspectiva, los ataques no motivados por el género, pero 
que usan el género para ser llevados adelante, se convierten en VAWIP 
porque disuaden a las mujeres de continuar con sus carreras políticas. Pero 
como han corroborado Bardall (2013; 2015) y Hubbard (2015), incluso los 
ataques no motivados por la resistencia patriarcal, siguen patrones de géne-
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ro. Sin embargo, según Krook y Restrepo Sanín (2016), el mero hecho de 
usar un patrón de género convierte cualquier hecho de violencia contra una 
mujer política en un acto de VAWIP. 

Además, Krook y Restrepo Sanín (2016) argumentan que la VAWIP 
debe englobar la violencia económica (por ejemplo, privar a las mujeres 
políticas de recursos financieros a los cuales los hombres tienen acceso) y la 
violencia simbólica (por ejemplo, usar estereotipos o roles de género para 
inhibir la actividad política de las mujeres). Esta definición va más allá del 
concepto de violencia psicológica (la cual se enfoca en el hostigamiento sis-
temático o la calumnia) e incluye las prácticas normalmente asociadas con 
la discriminación institucionalizada. 

Tanto investigadores como actores políticos han reconocido que las je-
rarquías de género estructuran las instituciones políticas, con lo cual dan 
forma a prácticas formales e informales que marginalizan a las mujeres 
aun cuando aumenta su participación política (Kenny, 2007; Borner et al., 
2009). Estas prácticas forman un continuo de pequeñas desconsideraciones 
(por ejemplo, usar el pronombre masculino en documentos oficiales) has-
ta injusticias serias (por ejemplo, mentir a las mujeres sobre la ubicación 
y hora de reuniones importantes). Sin duda, estas prácticas restringen los 
derechos político-electorales de las mujeres, pero su categorización como 
violencia identifica al Estado como el agente responsable de su prevención, 
sanción y erradicación. 

Esta definición de la VAWIP y el estiramiento del concepto de VAWIP, 
para englobar daños económicos y simbólicos, tienen raíces en el contexto 
actual de activismo feminista en América Latina. Los movimientos feminis-
tas se han fracturado, pero diversas redes profesionales que promueven te-
mas de género específicos han florecido en su lugar (Jaquette, 2009). Varias 
redes temáticas dedicadas a la promoción de los derechos de las mujeres 
han logrado pasos importantes en presionar para que los gobiernos adop-
ten, expandan o implementen leyes de cuota y paridad eficaces (Htun y Jo-
nes, 2002; Piscopo, 2015; Piscopo, 2016b). 

Las redes de activistas concentradas en la violencia contra las muje-
res también han logrado éxitos notables: después de la promulgación de la 
Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Vio-
lencia contra las Mujeres, promovida en 1994 por la OEA, la mayoría de los 
países latinoamericanos aprobó leyes que categorizan y sancionan diversas 
formas de violencia de género (Weldon, 2002; Freidman, 2009). Sin embar-
go, los actores que reclaman por los actos de violencia política no provienen 
de las redes de activistas creadas contra la violencia, sino de las redes de 
activistas conformadas para implementar las leyes de cuota, y que además 
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han impulsado la paridad política. Conformadas por mujeres del Estado, 
los partidos y la sociedad civil organizada, estas redes —como Mujeres en 
Plural en México (Piscopo 2016b)— se concentran en promover y moni-
torear el cumplimiento de los derechos político-electorales de las mujeres. 

Se considera que existen dos razones que explican por qué la VAWIP se 
vincula con el activismo de las cuotas y no con el que combate a la violencia 
de género. Primero, la normalización de la inseguridad y de la impunidad 
ha obstaculizado la implementación eficaz de las leyes contra la violencia 
de género, mientras el clima político ha facilitado la implementación y el 
fortalecimiento de las leyes de cuota y de la paridad. 

Las primeras leyes de cuota fueron logros más simbólicos que sustan-
tivos: exigían que los partidos políticos nominaran un porcentaje espe-
cífico de mujeres candidatas, pero la presencia de válvulas de escape y la 
falta de supervisión permitían que muchos partidos evadieran esta obliga-
ción (Cerva Cerna, 2014; Hinojosa, 2012; Hinojosa y Piscopo, 2013; Cami-
notti y Freidenberg, 2016; Roza, 2010). Por ejemplo, los líderes partidarios 
ubicaban a las mujeres en las posiciones más bajas en las listas electorales 
(Schwindt-Bayer, 2009); les reservaban los distritos donde sabían que no 
iban a triunfar (Langston y Aparicio, 2011); les negaban recursos para las 
campañas (Sacchet, 2008); y las excluían de las posiciones de liderazgo dentro 
de los partidos y las legislaturas (Franceschet y Piscopo, 2014; Schwindt-Bayer, 
2010). 

Sin embargo, las redes de mujeres partidarias abogaron por la introduc-
ción de reformas a las leyes de cuota que cerraron las “válvulas de escape”, 
y presionaron para que las instituciones y los tribunales electorales penali-
zaran a los partidos políticos por los incumplimientos normativos (Piscopo, 
2015). Estos esfuerzos de lobby basaron sus reclamos en las leyes y normas 
constitucionales sobre la igualdad de género, apelaron a la reputación inter-
nacional de cada país y fueron sumamente exitosos en lograr la reforma de 
las leyes de cuota y el cumplimiento de los partidos políticos (Hinojosa y Pis-
copo, 2013; Piscopo, 2015). De esta manera, las activistas pueden agregar a 
la lista de actos de violencia política las tácticas empleadas para esquivar las 
cuotas, que el Estado se encuentra dispuesto a sancionar y erradicar (Albai-
ne, 2015; Archenti y Albaine, 2013; Cerva Cerna, 2014; Krook y Restrepo 
Sanín, 2016). 

Segundo, puede ser más sencillo que las redes de mujeres activistas re-
clamen por la violencia hacia las mujeres en la política, en comparación con 
la violencia contra las mujeres en general. La violencia de género suele ocu-
rrir en contextos privados donde los perpetradores son parejas o familiares. 
En cambio, la violencia contra las mujeres que hacen política sucede en la 
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esfera pública y sus responsables suelen ser miembros de los partidos o de-
lincuentes comunes. La policía y/o los jueces del sistema penal pueden mos-
trar reticencias para intervenir en las relaciones interpersonales o familiares 
de las mujeres, por lo cual preferirán soluciones restaurativas y no punitivas 
(Franceschet, 2010; Macaulay, 2006). Pero quienes ejercen cargos públicos 
(políticos y jueces) no pueden negar la obligación de sancionar actos tan 
públicos como los ataques contra las mujeres militantes, las candidatas o las 
mujeres electas. 

La alta visibilidad de la violencia contra las mujeres en política, en com-
binación con una larga campaña que ha sensibilizado a las autoridades del 
Estado sobre la importancia de respaldar los derechos político-electorales 
de las mujeres, facilita que las redes conformadas para promoverlos llamen 
la atención sobre la VAWIP. Es decir, la denominación y tipificación de los 
actos de violencia política contra las mujeres como crímenes electorales de gé-
nero emerge de una estructura de oportunidad política. Sin embargo, esta 
conceptualización complica los esfuerzos de aumentar las capacidades del 
Estado para garantizar los derechos humanos. Ante todo, quienes violan la 
integridad física o psicológica de otras personas comenten actos criminales, 
independientemente de si esos actos están motivados por razones de género 
o si usan ideologías de género en los ataques para justificarlos. 

Las activistas contra la violencia política hacia las mujeres coinciden 
con este punto, pero en la definición del problema que han planteado, lo 
criminal y lo electoral se confunden. Si cualquier acción que limita la ca-
rrera política de las mujeres constituye un acto de violencia criminal, co-
rresponde al sistema judicial, pero puesto que se trata de violaciones a los 
derechos políticos de las mujeres, también intervienen las instituciones elec-
torales. La ley 243 en Bolivia pone en las manos del ministro de Justicia, 
junto con el tribunal electoral, la persecución de los delitos relacionados con 
la violencia política. 

La ley boliviana establece la responsabilidad compartida, pero las acti-
vistas han desarrollado lazos personales y profesionales con los responsables 
electorales, y les pueden reclamar más fácilmente que a los jueces del siste-
ma penal. Si bien las instituciones electorales han castigado efectivamente 
a los partidos que han excluido a las mujeres candidatas, la persecución y 
el encarcelamiento de criminales, especialmente los que cometen ataques 
físicos contra mujeres, no entran en su ámbito de competencia. 

El sistema de justicia penal es el que tiene esta jurisdicción, pero es pre-
cisamente este sistema el que no ha podido actuar de manera efectiva. En 
contextos en que las redes de activistas confían en las instituciones electora-
les, pero desconfían del sistema penal, ¿de qué manera los Estados pueden 
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garantizar que las instituciones electorales no se convertirán en las autori-
dades que de facto intervienen en asuntos penales? 

Por otra parte, aunque es claro que el sexismo institucionalizado perju-
dica a las mujeres y les impide el ejercicio de los derechos político-electora-
les, no hay consenso en catalogarlo como un acto criminal. No cabe duda 
que el asesinato de mujeres políticas y su exclusión de espacios políticos im-
portantes tienen el mismo objetivo, que es apartar a las mujeres de la vida 
pública (Krook y Restrepo Sanín, 2016). Sin embargo, los dos actos son di-
ferentes en grado. Las agresiones pequeñas y diarias que resultan en discri-
minaciones sistemáticas de mujeres políticas, que Krook y Restrepo Sanín 
(2016) caracterizan como violencia económica y simbólica, marginalizan a 
las mujeres dentro de los partidos políticos y en el Poder Legislativo. Estas 
prácticas son motivadas por el género, y van más allá de la política “nor-
mal” (Krook y Restrepo Sanín, 2016). Si bien prácticas de exclusión como 
negar recursos a las mujeres, estereotiparlas, silenciarlas y desmoralizarlas 
requieren de acciones de sensibilización, prevención y sanción estatal y so-
cial, las mismas no se pueden poner en un pie de igualdad con otras accio-
nes como el hostigamiento, la violación, los golpes y los asesinatos. 

Las demandas de usar la legislación para tipificar estas prácticas sexistas 
demuestran lo que Harbers e Ingram (2014) denominan “la fe formalista”. 
Esto es, la creencia de que solamente si los Estados logran etiquetar todos 
los actos no deseados, “pueden asegurar que los partidos políticos se com-
porten como actores democráticos responsables” (Harbers e Ingram, 2014: 
269). Pero es posible que la sobrelegislación pueda generar más complejidad 
que claridad. En el caso de la violencia económica y simbólica contra las 
mujeres en política, la tipificación legal involucra cuestiones de jurisdicción 
y responsabilidad estatal. 

¿Qué instituciones estatales deben ser capaces de determinar cuándo 
ocurren actos de violencia política: las cortes penales o los órganos electora-
les? ¿Quiénes son responsables: los líderes partidarios o los individuos que 
cometen el acto? ¿Y qué penas pueden imponerse a personas que cometen 
actos sexistas, pero no agresión física? Y la cuestión clave: aun si los Esta-
dos pueden resolver las cuestiones de jurisdicción, procesamiento y pena-
lización, ¿las nuevas categorías legales lograrán cambiar las desigualdades 
de género o convencerán a los hombres a cambiar sus prácticas sexistas y 
misóginas? 

La discriminación institucionalizada de género requiere atención, pero 
la estrategia de sobrelegislar solamente agudiza la parálisis institucional, 
porque las autoridades del Estado no tienen claro aún quién se encarga de 
qué. Para las activistas, demandar nuevas leyes para sancionar la VAWIP 
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es una estrategia lógica que surge de la estructura de oportunidad política, 
la que se concentra en proteger los derechos político-electorales. Pero los 
académicos y los encargados de la formulación de políticas públicas nece-
sitan preguntarse si la estrategia de tipificar y penalizar todas las formas de 
discriminación contra las mujeres tendrá posibilidades reales de cambiar los 
marcos cognitivos de la sociedad. 

IV. la saturación cognitiva, la violencia 

contra las MuJeres y el sisteMa Penal 

La formación de conceptos, como ejercicio académico, difiere de la defini-
ción de problemas como estrategia que desarrollan las activistas o los fun-
cionarios estatales. Sin embargo, en el caso de la discusión sobre la violencia 
contra las mujeres en política, no se ha reconocido la distinción crucial entre 
estos dos procesos. Los investigadores que enfatizan la resistencia masculina 
al empoderamiento político de las mujeres, para construir teorías sobre la 
violencia política contra las mujeres, han identificado (correctamente) cómo 
las jerarquías de género obstaculizan las carreras políticas de las mujeres. En 
cambio, no consideran cómo estas barreras se interrelacionan con contextos 
más amplios de violencia e impunidad naturalizadas. 

El complejo nexo entre las normas patriarcales, la violencia de género 
y la violencia político-electoral hacen que un ataque singular no pueda ser 
reducido a un solo motivo. En verdad, el énfasis que las activistas y las aca-
démicas ponen en el género como el motivo central oscurece cómo gran 
parte de la violencia diaria que viven las mujeres latinoamericanas tiene 
raíces múltiples. Como señala Menjívar, la desigualdad social y económica, 
el sistema patriarcal, el autoritarismo estatal y la apatía institucional, la cri-
minalidad y la discriminación cotidiana, son “mutuamente constitutivos” y 
“se manifiestan en los micro procesos de la vida cotidiana” (2011: 8). 

Trágicamente, las mujeres políticas, como todas las mujeres latinoame-
ricanas, experimentan la violencia no como un acto particular que debe ser 
investigado, documentado y sancionado, sino como parte de una serie de 
violaciones de derechos que perjudica de manera sistemática su bienestar 
físico, psicológico y emocional. El reconocer que la violencia es multidimen-
sional y se teje en la fábrica social no significa que el Estado deba abandonar 
su responsabilidad de garantizar los derechos de la ciudadanía a la seguri-
dad y una vida libre de violencia. Pero sí plantea el asunto de si la sobretipifi-
cación de crímenes constituye la mejor estrategia para proteger y promover 
los derechos humanos de las mujeres. 
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La historia de la legislación para combatir la violencia contra las muje-
res ofrece un ejemplo ilustrativo. En las décadas de 1990 y 2000, debido a 
presiones transnacionales y nacionales de las organizaciones de mujeres, la 
mayoría de los países latinoamericanos adoptaron y endurecieron sus leyes 
contra la violencia de género (Weldon, 2002; Friedman, 2009; Htun y Wel-
don, 2013). El contenido específico y el año de adopción varían entre países, 
pero las leyes suelen seguir el marco normativo y legal de la Convención 
Interamericana de 1994. Aunque las leyes iniciales en algunos países codi-
ficaban la violencia familiar como un asunto civil y no penal (Franceschet, 
2010; Macaulay, 2006), las reformas en la década de 2000 criminalizaron 
la violencia de género en todos los ámbitos. En su estudio comparativo, la 
OEA concluye que, a partir de 2012, el 100% de las leyes tipifica como cri-
men penal la violencia sexual, física y psicológica, tanto en la esfera pública 
como en la privada, y 78% de las leyes también tipifica la violencia patrimo-
nial, económica o financiera (2014: 31).3 

El problema está en la implementación de las leyes contra la violencia 
de género, no necesariamente en su contenido y su diseño. La impunidad 
caracteriza de manera particular el problema de la violencia contra las mu-
jeres (Boesten, 2012; Carey y Torres, 2010; Fregoso y Bejarano, 2009; Men-
jívar, 2011; Prieto-Carrón et al., 2007; Staudt y Méndez, 2015). La impuni-
dad favorece también el mantenimiento de las normas patriarcales, porque 
la falta de acción de las fuerzas policiales y del sistema judicial refuerza las 
creencias de que las mujeres y los cuerpos de las mujeres son de poco valor 
(Wright, 2006). Como lo han dicho Prieto-Carrón et al. (2007: 31) en su es-
tudio sobre México y América Central, “los hombres matan a las mujeres 
porque pueden”. 

Es en este contexto que las activistas y las legisladoras, frustradas por-
que las leyes no frenan la impunidad ni bajan la brutalidad de la violencia 
de género, deciden plantear un nuevo término para describir el crimen de 
asesinar a las mujeres: el femicidio (o feminicidio). Los Estados respondie-
ron: Guatemala y México, recientemente, han reformado las leyes contra 
la violencia de género para incluir esta definición o han sancionado leyes 
especiales en contra del feminicidio. 

Sin embargo, Walsh y Menjívar (2016) concluyen, en su estudio sobre 
Centroamérica, que esta tipificación adicional no mejora la aplicación de 
las leyes ni salva las vidas de más mujeres. Para explicar la paradoja de cómo 
más leyes generan más inacción, Walsh y Menjívar ofrecen el concepto de 
“saturación cognitiva”: la violencia está tan normalizada que influye en la 

Estas figuras incluyen a los países del Caribe anglófono. 3 
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manera en que los ciudadanos, incluso los funcionarios del Estado, entien-
den el mundo social. Es decir, la sistematización causa la invisibilidad del 
crimen y la invisibilidad causa la impunidad, y las categorías nuevas no vi-
sibilizan lo que ya es visto como natural. La recodificación de crímenes ya 
etiquetados en el código penal no altera las realidades estructurales que dan 
forma a la violencia multidimensional, ni mejora la capacidad de los funcio-
narios de perseguir y sancionar la violencia de género. 

Entender que la violencia contra las mujeres surge de la impunidad 
arraigada en la sociedad, y no de la falta de legislación adecuada, ofrece 
lecciones importantes para las activistas que buscan erradicarla. Primero, 
las víctimas que buscan el castigo de los culpables no recibirán el amparo 
del sistema judicial. Esto es así, independientemente de que se apele al códi-
go penal, a leyes especiales contra la violencia hacia las mujeres o a nuevas 
leyes sobre violencia contra las mujeres en política. 

Además, los órganos y tribunales electorales son más eficaces, pero so-
lamente pueden ofrecer soluciones simbólicas en casos de agresión física y 
psicológica; pueden regular y sancionar a los partidos y sus autoridades, 
y restaurar los derechos político-electorales de las mujeres, pero no pueden 
investigar, perseguir y encarcelar a los agresores. Más aún, los tribunales 
electorales no pueden sancionar a quienes el código boliviano identifica 
como terceros: familiares o parejas, u otros actores sociales como periodis-
tas, delincuentes, miembros de grupos criminales o desconocidos. 

El caso boliviano demuestra este problema. Entre 2010 y 2014, sola-
mente se tramitaron 13 de los 272 casos documentados de VAWIP (y todos 
en el tribunal electoral, no en la justicia criminal). En un caso bien conoci-
do, una concejala fue secuestrada durante un día entero y forzada a firmar 
su renuncia al cargo. En un acto de justicia reparativa, el tribunal electoral 
instruyó al partido político a restituir a la concejala (Ariñez, 2015), pero 
dicha medida es claramente insuficiente ante un caso de secuestro. Si el sis-
tema judicial funcionara, los responsables recibirían un castigo penal, mien-
tras en este caso no recibieron pena alguna. 

Como un efecto no deseado, el intento de solucionar la VAWIP a tra-
vés de las instituciones electorales contribuye a preservar la impunidad de 
quienes cometen estas agresiones, tanto en los casos donde las instituciones 
electorales tienen el poder de intervenir de facto (como en Bolivia) como don-
de tienen el poder formal de responder (como han propuesto las leyes espe-
ciales que están en debate en varios países). Cuando los órganos electorales 
intervengan, los agresores no serán castigados en el sistema penal, y así el 
ciclo de violencia e impunidad se perpetuará. 
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Al igual que en el caso del feminicidio, hay pocas razones para esperar 
que la definición de la VAWIP como un delito particular permita transfor-
mar el desinterés del Estado en perseguir los casos de violencia contra las 
mujeres, ya sea en la política o en cualquier otra esfera. Pero como señalan 
Menjívar y Walsh (2016), la apatía del Estado no se corrige con leyes más 
específicas: porque la impunidad es una parte constitutiva del mundo so-
cial, un marco cognitivo que da forma a los actos oficiales del Estado. Por 
lo tanto, el reto actual es encontrar soluciones que permitan transformar las 
jerarquías de género a través de cambios sociales, culturales y estructurales. 

En el corto plazo, los Estados pueden enfrentar la VAWIP con estra-
tegias ya existentes. Los Estados deberían designar fiscales especiales para 
investigar y perseguir los casos de agresiones físicas y hostigamiento psicoló-
gico contra las mujeres políticas. Si estos fiscales cuentan con apoyo político 
y suficientes recursos, no deberían limitarse a castigar a los culpables, sino 
también apoyar los esfuerzos de recopilación de datos y documentación de 
casos de violencia contra las mujeres en política, que llevan a cabo las acti-
vistas. Una comisión estatal especial para tratar el problema de la violencia 
contra las mujeres en política, con autoridad para coordinar las diferentes 
instituciones policiales y judiciales, podría dirigir los esfuerzos para identifi-
car los casos de VAWIP y perseguirlos, mediante el uso de los códigos pena-
les y las leyes contra la violencia de género ya existentes. 

V. el HostigaMiento en los lugares De trabaJo y la Justicia 

electoral DesDe la PersPectiva De género 

Las leyes latinoamericanas contra la violencia de género abordan la violen-
cia sexual, psicológica y física, tanto en la esfera privada como en la esfera 
pública. Sin embargo, la discusión anterior enfatiza la agresión sexual y fí-
sica y la incapacidad de los Estados para enfrentar crímenes tan graves 
como la violación sexual, el asalto corporal, el secuestro y el asesinato. La 
violencia económica y simbólica, a la que se refieren Krook y Restrepo Sanín 
(2016), corresponde más bien al hostigamiento sexual y de género en los 
lugares de trabajo. Las mujeres políticas reportan sufrir injusticias que no 
se equiparan con la privación de la vida, de la libertad, o de la integridad 
física, pero que tienen un efecto corrosivo en su bienestar emocional. Estas 
prácticas incluyen propuestas sexuales no deseadas, comentarios que utilizan 
estereotipos de género (por ejemplo, observaciones sobre la vestimenta, el 
comportamiento sexual o el rol de madre), delegación de responsabilidades 
no contempladas en la descripción del puesto (tareas de secretaría u otras 
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semejantes, de menor jerarquía), privación de espacios en las oficinas u otros 
recursos, exclusión sistemática de importantes reuniones y reducción al silen-
cio en los debates. 

Las activistas encuentran muchas resistencias para clasificar estas prác-
ticas como discriminación de género (Krook y Restrepo Sanín, 2016): como en 
el caso de la violencia física, estas prácticas están normalizadas como “cosas 
que suceden”. Sin embargo, el hostigamiento sexual y de género en los lu-
gares de trabajo también es tipificado en la legislación vigente que combate 
la violencia contra las mujeres. La OEA (2014) señala que todas las normas 
latinoamericanas contra la violencia de género incluyen el hostigamiento 
laboral (pero no necesariamente imponen sanciones penales). Estas protec-
ciones legales son sumamente importantes, porque la discriminación de gé-
nero institucionalizada —que Krook y Restrepo Sanín (2016) categorizan 
como violencia económica y simbólica— no afecta solamente a las mujeres 
políticas, sino a todas las mujeres trabajadoras. Con todo, los componentes 
menos implementados de las leyes contra la violencia de género son los ar-
tículos que buscan prevenir el hostigamiento laboral. En 2012, solamente 
cinco países latinoamericanos —Bolivia, Costa Rica, República Dominica-
na, México y Paraguay— manifestaron a la OEA que habían coordinado 
campañas de sensibilización para enfrentar el hostigamiento laboral (OEA, 
2014). 

El abordaje del problema de la discriminación institucionalizada se di-
ficulta por la combinación de la apatía burocrática y la normalización del 
sexismo. Las mujeres son víctimas del hostigamiento sexual y de género, 
porque las culturas institucionales lo permiten y las autoridades no lo toman 
en serio, no porque las leyes no lo tipifiquen. Pero quienes se oponen a la 
VAWIP tienen una importante herramienta a su disposición para enfrentar 
el acoso laboral de las mujeres en los partidos y en la vida política, que no 
requiere de nueva legislación: el concepto de justicia electoral con pers-
pectiva de género. Este acercamiento a la jurisprudencia electoral surgió 
del litigio en torno de las cuotas de género a partir de la década de 1990. 
Entonces, a lo largo de toda América Latina, los partidos políticos impug-
naron las leyes de cuotas ante los tribunales electorales, desafiando desde el 
principio de acción afirmativa hasta los mandatos de posición para ordenar 
los nombres de las mujeres en las listas (Piscopo, 2015; Piscopo, 2016a). Pero los 
órganos electorales (y los jueces electorales) rebatieron los argumentos par-
tidarios y sostuvieron la constitucionalidad de las cuotas de género. 

Por ejemplo, en 2011, el TEPJF de México tomó una decisión histórica 
al declarar que la ley de cuotas debería ser respetada sin excepción alguna 
(TEPJF, 2011). El Tribunal argumentó que “la igualdad de género es un prin-
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cipio constitucional igual a cualesquiera otros principios constitucionales” 
y, de esta manera, el tribunal se posicionó como “una aliada de las mujeres 
para el ejercicio de sus derechos político-electorales” (Alanís Figueroa, 2013: 
87-89). En otros países, los tribunales han enfatizado que la igualdad de gé-
nero significa igualdad sustantiva, entendida no como igualdad de oportu-
nidades sino de resultados (Piscopo, 2016a: 221 y 222). En Costa Rica, una 
decisión de la Corte Constitucional de 2008 estipuló que el Estado puede 
implementar mecanismos compensatorios (de cuotas y otros) hasta que se 
llegue a resultados iguales entre hombres y mujeres (Sala Constitucional de 
Costa Rica, 2008). La justicia electoral, cuando tiene perspectiva de género, 
va más allá de la igualdad legal formal: se pregunta si los derechos formales 
de las mujeres se traducen en el acceso sustantivo al poder político. 

Aun cuando esta jurisprudencia ha sido aplicada hasta el presente en 
casos donde los partidos han negado a las mujeres el acceso a las candi-
daturas, este marco amplio de interpretación de “igualdad de resultados” 
ha sentado precedentes. Los órganos electorales han usado estos conceptos 
para cerrar las válvulas de escape de las leyes de cuota y para imponer regu-
laciones que van más allá de dichas leyes. La decisión del tribunal electoral 
mexicano invalidó una provisión del código electoral que estipulaba que los 
procesos democráticos de selección de candidaturas eximían a los partidos 
de cumplir con la exigencia de las cuotas, mientras los fallos en Costa Rica, 
Ecuador y otros países impusieron reglas específicas sobre el orden de las 
candidatas en las listas electorales (Piscopo, 2015). Es decir, los institutos y 
tribunales electorales han adoptado la perspectiva de género para regular a 
los partidos de formas no previstas en el código electoral. Esta tendencia a ir 
más allá del texto de la ley sugiere que las instituciones electorales también 
podrían obligar a los partidos a modificar prácticas perjudiciales para la 
igualdad sustantiva, y sancionar comportamientos que disuaden o expulsan 
a las mujeres de su actuación en la vida pública. 

Esta actuación se legitima por una aceptada práctica latinoamericana 
de intervención estatal en los asuntos partidarios (Harbers e Ingram, 2014) 
(más instalada en algunos países que en otros) representativa de la “fe for-
malista” que confía en que las reglas generales pueden inducir un buen 
comportamiento. Las Constituciones de la mayoría de los países de América 
Latina consideran a los partidos como sujetos de derecho público. Es decir, 
en comparación con las asociaciones privadas que gozan de más privacidad 
interna, los partidos políticos son de interés público y pueden ser sometidos 
a la intervención o la regulación estatal. Los códigos electorales y las re-
glas administrativas regulan casi todas las actividades partidarias, tanto en 
tiempo de elecciones como fuera de él (Biezen y Kopecký, 2007; Harbers 
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e Ingram, 2014). Por ejemplo, los órganos electorales en México determi-
nan y monitorean los gastos diarios, el financiamiento de las campañas, la 
selección y estructura de los comités ejecutivos, y el acceso a los medios de 
comunicación. 

La intervención estatal en la vida de los partidos y la jurisprudencia 
que enfatiza la igualdad sustantiva sugieren que los organismos y tribunales 
electorales pueden intervenir para modificar el ambiente hostil que los par-
tidos crean para la participación política de las mujeres. De esta manera, 
quienes luchan para eliminar la VAWIP pueden demandar ante estas ins-
tancias electorales que los partidos mejoren los contextos institucionalizados 
de discriminación de género. 

Sin embargo, estas estrategias de acción legal tienen limitaciones. Como 
se ha mencionado, los órganos electorales regulan y sancionan a los partidos 
políticos, lo cual significa que solamente pueden intervenir en los ámbitos 
laborales donde corresponde la supervisión partidaria, como las cámaras 
legislativas, algunos sectores del Poder Ejecutivo y las organizaciones par-
tidarias mismas. En cambio, esta estrategia no ofrece ninguna protección a 
las mujeres que ocupan otros puestos en la esfera política, como el servicio 
civil, ni protegen a mujeres que son victimizadas por agresores desde fuera 
del partido. El déficit de protección para muchas mujeres que se desempe-
ñan en política señala la importancia de implementar los artículos ya incluidos 
en las leyes contra la violencia hacia las mujeres en general, que prohíben 
el hostigamiento sexual y de género en todos los ámbitos de actividad labo-
ral. Las activistas que se oponen a la VAWIP deberían buscar medidas de 
protección para todas las mujeres trabajadoras, y no sólo para las mujeres 
militantes, las candidatas y las legisladoras. 

Hasta que se alcance ese objetivo, los decisores políticos pueden buscar 
otras soluciones en el corto plazo. Instancias estatales especiales o personas 
dedicadas a la defensa de los derechos humanos (ombudspersons, en inglés) 
pueden asistir a las mujeres que ocupan cargos en el servicio civil. En Mé-
xico, por ejemplo, el TEPJF cuenta con una Unidad Técnica de Género, la 
cual trabaja por la igualdad de género dentro de la institución. De manera 
similar, a los fiscales especiales en el ámbito penal, los órganos electorales 
pueden designar defensores especiales para recibir, escuchar y documentar 
casos de hostigamiento sexual y de género en los partidos o en los lugares 
laborales bajo la supervisión partidaria. Estos ombudspersons en los órganos 
electorales pueden servir como interlocutores clave entre las autorida-
des electorales y las activistas que militan en contra de la VAWIP, para de-
terminar en qué momento deben juzgar a un partido. 
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VI. conclusiones 

La violencia contra las mujeres en política es un fenómeno complejo que no 
va a tener soluciones sencillas. Las activistas y los investigadores que traba-
jan en los casos latinoamericanos han planteado una definición simple: la 
VAWIP consiste en ataques y prácticas que buscan resistir la participación 
política de las mujeres por el hecho de ser mujeres. En realidad, esta defini-
ción oscurece la violencia multidimensional endémica en la región, violencia 
que surge de un núcleo complejo de desigualdad, impunidad e inseguridad. 

Esta conceptualización de la violencia enturbia los marcos cognitivos 
de hombres y mujeres, y así disminuye la capacidad de las autoridades del 
Estado (y aún más, la capacidad de las víctimas mismas) para identificar 
prácticas violentas y coactivas como prácticas fuera de lo normal. Paradóji-
camente, la tipificación de formas cada vez más específicas de violencia en 
la legislación no alcanza para revertir estos procesos de normalización. Sin 
embargo, los Estados latinoamericanos mantienen la fe formalista a pesar 
de sus limitaciones prácticas. La estructura de oportunidad política, que 
crea más posibilidades para promover medidas de protección de los dere-
chos político-electorales de las mujeres que el derecho a vivir una vida libre 
de violencia, explica por qué las políticas, las activistas y los académicos han 
planteado que la VAWIP es un fenómeno nuevo que requiere leyes igual-
mente nuevas. La fe formalista persiste, aun cuando la policía y las cortes 
penales no protegen la integridad física y psicológica de las mujeres, y los 
funcionarios del Estado siguen ignorando la discriminación de género ins-
titucionalizada. 

De alguna manera, la adopción de leyes especiales para enfrentar la 
VAWIP al menos reconoce el problema frente a la apatía institucional. Por 
lo tanto, brinda recursos retóricos y simbólicos a las redes de mujeres acti-
vistas que buscan frenar las prácticas machistas dañinas y promover la parti-
cipación política igualitaria. Pero esta estrategia no se dirige al contexto más 
amplio de violencia e impunidad que enmarca la VAWIP, y crea confusión 
entre la jurisdicción y las capacidades de la justicia penal, por un lado, y la 
justicia electoral, por el otro. Además, el enfocar las políticas públicas ex-
clusivamente en la VAWIP implica que algunas mujeres (las que participan 
en la política formal) merecen más protección que otras. En vista de estas 
problemáticas, una estrategia más beneficiosa debería regresar a las leyes 
contra la violencia de género existentes, y usar estas herramientas legales 
para bregar por poner fin a la impunidad, sin importar la profesión de la 
víctima ni el ámbito donde ocurre el abuso. 
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